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RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

Lima, 27 de junio de 2011 

VISTO 

El recurso de agravio constitucional interpuesto por don Carlos Alberto 
Gonzales Ortiz contra la resolución expedida por la Sala Civil Transitoria de la Corte 

0/\ ~uperior de Justicia de Huánuco, de fojas 106, su fecha 24 de marzo de 20 11 , que 
v vonfirmando la apelada, rechazó in límine la demanda y la declaró improcedente; y, 

J. 
0/ 

J 
~ 

ATENDIENDO A 

l . Que con fecha 8 de febrero de 2011 el recurrente interpone demanda de amparo 
contra el Consejo Nacional de la Magistratura a fin de que se deje sin efecto la 
Resolución N.o 196-201 O-PCNM, de fecha 16 de junio de 2010, mediante la que se 
le ' pon la sanción de destitución por su actuación como Juez Penal Permanente de 

eoncio rado de la Corte Superior de Justicia de Huánuco, y la Resolución N .o 318-
2010-CN , de fecha 28 de septiembre de 2010, mediante la cual se desestima su 
recurso d reconsideración, y que en consecuencia, se ordene a la entidad emplazada 
su inmed ata reincorporación al aludido cargo, así como el reconocimiento del 
tiempo d servicios. Invoca la vulneración de sus derechos a la independencia y 
exclusivi ad de la función jurisdiccional (sic), a no ser desviado del procedimiento 
preestab cido por ley, al debido proceso, a la motivación de las resoluciones, a la 
tutela pr cesal efectiva, a la igualdad ante la ley, al trabajo y al honor y la buena 
reputaci n, así como de los principios de legalidad y tipicidad . 

2. Que el uzgado Mixto de Leoncio do, con fecha 15 de febrero de 2011 , rechazó 
in lími e la demanda en IC ión del artículo 5.7 del Código Procesal 
Constit cional, por consi ar qu a resolución definitiva que dispuso la estitución 
del den1andante conte a una d ida motivación que sustentaba su decis ' n. 

, 

3. Que por su parte, la Sal Civil Transitoria de la Corte Superio 
Huánuc,o confirmó dich 8ecisión por el mismo fundamento . 

4. Que el artículo 154 de la Constitución dispone que la reso ción de destitución 
onsejo Nacional de la Magistratura en ti ma motivada y con 

el interesado es inimpugnable. 
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5. Que respecto del carácter inimpugnable de las resoluciones del Consejo Nacional de 
la Magistratura -en materia de destitución- o, lo que es lo mismo, no revisables en 
sede judicial -en materia de evaluación y ratificación- conforme lo establece el 
artículo 142° de la Constitución, este Tribunal ha establecido (Cfr. STC N.O 2409-
2002-AAlTC), en criterio que resulta aplicable, mutatis mutandi , que "el hecho de 
que una norma constitucional pueda ser analizada a partir de su contenido textual no 
significa que la función del operador del Derecho se agote, en un encasillamiento 

~ 
elemental o particularizado, con el que se ignore o minimice los contenidos de otros 
dispositivos constitucionales, con mayor razón si resulta evidente que aquellos 
resultan siendo no un simple complemento, sino en muchos casos una obligada 

...... / fyente de referencia por su relación o implicancia con el dispositivo examinado. La 
;' verddd, aunque resulte elemental decirlo, es que las consideraciones sobre un 

¡ 

dete ' inado dispositivo constitucional solo pueden darse cuando aquellas se 
des renden de una interpretación integral de la Constitución, y no de una parte o de 
un ector de la misma (oo.)" . 

e en efecto, "(oo.) cuando el artículo 142.° de la Constitución establece que no son 
evisables en sede judicial las resoluciones del Consejo Nacional de la Magistratura 

en materia de evaluación y ratificación de Jueces (oo.), el presupuesto de validez de 
dicha afirmación se sustenta en que las consabidas funciones que le han sido 
conferidas a dicho organismo sean ejercidas dentro de los límites y alcances que la 
Constitución le otorga, y no a otros distintos, que puedan convertirlo en un ente que 
opera fuera o al margen de la misma norma que le sirve de sustento. En el fondo, no 
se trata de otra cosa sino de la misma teoría de los llamados poderes constituidos, 
que son aquellos que operan con plena autonomía dentro de sus funciones, pero sin 
que tal característica los convierta en entes autárquicos que desconocen o hasta 
contravienen lo que la mis les impone. El Consejo Nacional de la 
Magistratura, como cualquier órgano l Estado, tiene límites en sus funciones, pues 
resulta indiscutible que estas no ejan en ningún momento de sujetarse a los 
lineamientos establecidos en norma fundamental. Por consiguiente, sus 
resoluciones tienen validez ca stitucional en tanto las mismas no c travengan el 
conjunto de valores, princi . s y derechos fundamentales de la per na contenidos 
en la Constitución, lo qu supone, a contrario sensu, que si ella son ejercidas de 
una forma tal que de ¡rtúan el cuadro de principios y valor materiales o los 
derechos fundament es que aquella reconoce, no existe ni ede existir ninguna 
razón que invalide deslegitime el control constitucional s alado a favor de este 
Tribunal en los a ículos 201.° y 202.° de nuestro Texto Fu amental" (Cfr. STC N.o 
2409-2002-A C). 

Que no puede, pues, alegarse ningún tipo de zona i 
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constitucionalidad o la protección de los derechos humanos, toda vez que la 
limitación que señala el artículo 1420 de la Constitución -como la prevista por el 
numeral 154.3- no puede entenderse como inmunidad frente al ejercicio de una 
competencia ejercida de modo inconstitucional, pues ello supondría tanto como que 
se proclamase que en el Estado constitucional de derecho se pueden rebasar los 
límites que impone la Constitución, como que contra ello no exista control jurídico 
alguno que pueda impedirlo. 

vv 8. Que en tal sentido, las resoluciones del Consejo Nacional de la Magistratura en 
• " 

[ 

)llateria de destitución podrán ser revisadas en sede judicial, en interpretación, a 
// ca traria sensu, del artículo 154.3 de la Constitución, cuando sean expedidas sin 

un debida motivación y sin previa audiencia al interesado. 

9. Q e en el presente caso, la destitución impuesta al demandante constituye una 
s nción que tiene como marco un procedimiento sancionatorio en sede 
dministrativa, de tal manera que, en tanto su finalidad es pronunciarse sobre actos u 
misiones antijurídicas que pudiera haber cometido el demandante, en todos los 

casos la validez de la decisión final dependerá del respeto del derecho de defensa y 
de que esté sustentada en pruebas que incriminen a su autor como responsable de 
una falta sancionable (Cfr. STC N.O 2209-2002-AA/TC). 

O. Que asimismo, debe tenerse presente que en todo Estado constitucional y 
democrático de derecho, la motivación debida de las decisiones de las entidades 
públicas -sean o no de carácter jurisdiccional- es un derecho fundamental que forma 
parte del contenido esencial del derecho a la tutela procesal efectiva. El derecho a la 
motivación debida constituye una garantía fundamental en los supuestos en que con 
la decisión emitida se afecta d ner egativa la esfera o situación jurídica de las 
personas. Así, toda decisi ' que car ca de una motivación adecuada, suficiente y 
congruente, constituirá d isión arbitraria y, en consecuencia, será 
inconstitucional. 

11. Que conforme a lo expue o, corresponde a este Tribunal deter mar si el proceso 
sancionatorio sustanci o por el Consejo Nacional de la Ma . stratura respetó las 
garantías mínimas igibles a todo procedimiento adminis ativo encaminado a 
restringir derechos 

2. Que de las cuestionadas resoluciones no se advierte qu durante el desarrollo del 
procedimiento administrativo sancionador instaurado al currente se haya vulnerado 
su derecho de defensa toda vez que, por el contrario e aprecia que pudo efectuar 
sus descargos y plantear medios impugnatorios, ap ciándose que fue válidamente 
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notificado con la Resolución N.o 149-2009-CNM, que abrió el proceso disciplinario, 
en su último domicilio seí'íalado ante la OCMA y en la dirección que figura en su 
documento de identidad, las que al ser devueltas determinaron que se disponga su 
notificación mediante edictos publicados en el diario oficial El Peruano y en otro de 
mayor circulación, notificándose le también por esa vía las resoluciones que 
dispusieron las fechas de las diligencias de declaración a fin de que concurriera al 
Consejo a prestar su declaración, conforme lo manda el artículo 440 del Reglamento 
de Procesos Disciplinarios aprobado mediante Resolución N.O 030-2003-CNM, 
aplicable a su caso. 

I~ e por otro lado, el derecho a la motivación de las resoluciones comporta, de 

/ 
m era general, una exigencia en el sentido de que los fundamentos que sustentan la 
re olución deben ser objetivos y coherentes con la materia de pronunciamiento, 

/f q edando fuera de ella consideraciones de orden subjetivo o que no tienen ninguna 
j r lación con el objeto de resolución. Tan arbitraria es una resolución que no está 
. otivada o está deficientemente motivada como aquella otra en la cual los 

undamentos no tienen una relación lógica con lo que se está resolviendo . 

. Que en lo que a la motivación de las resoluciones de destitución de magistrados 
expedidas por el Consejo Nacional de la Magistratura se refiere, este Tribunal ha 
establecido (Cfr. STC N.o 5156-2006-PAlTC) que la debida motivación de las 
resoluciones que imponen sanciones ,no constituye sólo una exigencia de las 
resoluciones judiciales, sino que se extiende a todas aquellas -al margen de si son 
judiciales o no, como las administrativas- que tienen por objeto el pronunciamiento 
sobre el ejercicio de una función. Asimismo, deben fundamentarse en la falta 
disciplinaria, es decir, en fundame s que están dirigidos a sustentar la sanción de 
destitución. Es imperativo, once que las resoluciones sancionatorias contengan 
una motivación adecuada a derec ,como una manifestación del principio de tutela 
jurisdiccional e interdicción d a arbitrariedad. Así, la exigencia constitucional de 
motivación de las resol Iones sancionatorias del Consejo Nacional de la 
Magistratura se cumpl cuando dicho órgano fundamenta cumplidamente su 
decisión de imponer a sanción, lo cual excluye aquellos arg entos subjetivos o 
que carecen de un relación directa e inmediata con la ma ia que es objeto de 
resolución y con imposición de la sanción misma. 

15. Que en el ca o concreto, de la cuestionada resolución de stitución expedida por el 
emplazad Consejo Nacional de la Magistratura, se ap ia que ésta se sustenta en 
argumen os de orden disciplinario, es decir, en argum tos orientados a sustentar la 
sanción de destitución impuesta al actor sobre la b de fundamentos objetivos y 
coherentes con la materia de pronunciamiento, exc 'ndo argumentos subjetivos o 
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que no guardan una relación directa con el asunto objeto de resolución y con la 
imposición de la sanción misma, razones, todas, por las que una presunta 
vulneración del derecho a la motivación de las resoluciones no ha sido acreditada. 

16. Que en efecto, consta de las impugnadas decisiones que, 

( ... ) de las pruebas que obran en el expediente se aprecia que por resolución 14 de 
octubre de 2005, el doctor Gonzales Orti z, declaró fundada la refundición de penas solicitada por el 
sentenciado Juan Carlos Salazar lsminio, en los expedientes signados con los números 953-2007 y 
2,Q02-362, imponiéndole la pena única de 13 años de privación de libertad . ( ... ) Que ( ... ) solo cabe la 

/'~efu dición de penas si los hechos que determinaron la condena que se quiere refundir ocurrieron 
/' con nterioridad a la primera sentencia, de lo que se infiere que uno de los presupuestos para que 

oper di cha institución lo constituye la conexidad y la coetaneidad de los hechos correspondientes a 
los ' ícitos penales por los cuales haya sido sucesivamente condenado. ( ... ) Que, en el presente caso, 
el octor Gonzales Ortiz refundió la condena im uesta a Salazar lsminio or sentencia de 14 de 
oc bre de 1997 como autor del delito de tráfico ilícito de dro as a 13 años de ena rivativa de 
li ertad, causa N° 953-97, por hechos suscitados el 6 de febrero de 1997, con la condena impuesta al 

smo, por sentencia de 13 de diciembre de 2002, por delito de tráfico ilícito de drogas, a 6 años y 8 
eses de pena privativa de libertad, expediente 2002-0362, por hechos suscitados el 14 de agosto de 

002, no obstante que los hechos correspondientes a la segunda condena ocurrieron en el 2002, esto 
es, con posterioridad a la emisión de primera sentencia, 4 años 10 meses después de emitida la 
primera sentencia, incumpliendo con los presupuestos de temporalidad y coetaneidad e incluso sin I tener en cuenta el artículo 51 del Código Penal que señala "Si después de la sentencia condenatoria se 

I descubriere otro hecho punible cometido antes de ella que merezca una pena inferior a la 
, impuesta ... ", ni lo precisado por la Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema que en la 

resolución recaída en el Recurso de Nulidad N° 367-2004, de 23 de febrero de 2005, precedente de 
carácter vinculante, señalo que para la operatividad de las excepciones mencionadas en el artículo 51 
del Código Penal, debe efectuarse una co CIO entre la pena concreta impuesta en la primera 
sentenci a y la pena legal conminada p el delito ecién procesado tampoco tuvo en cuenta que la 
Sala Penal de la Corte Superior de Justici a de ánuco, por resolución de 29 de enero de 2004, ya 
había declarado improcedente similar solicitu ( ... )". Que por otro lado, el procesado, basándose en 
la refundición de las penas, por resoluci ' del 20 de febrero de 2006, concedió el benefi cio de 
liberación condicional al sentenciado. contraviniendo el recedente vinculante establecido or la 
Sala Penal Permanente de la Corte S rema ( ... ). Que a mayor abundamiento (. .. ) la Segunda Sala 
Penal de Huánuco revocó la resol Ión de 20 de febrero de 2006 ... reformándola ... ordenaron 

ue se im artan las órdenes d ca tura ( ... ); Que finalmente, en cuanto al hech ale ado or el 
rocesado ue concedió el neficio de libertad condicional confiado en la o i ión favorable del 

17. Que en co ecuencia, el Tribunal Constitucional esti al expedir la 
cuestionad resolución de destitución, el Consejo Nacional e la Magistratura no ha 
vulnerado derecho constitucional alguno, sino que, por contrario, ha ejercido la 
atribución conferida por el numeral 154.3 de la Constitu ón Política del Perú. 
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18. Que por lo mismo, la demanda debe ser desestimada en estricta aplicación del 
artículo 5.7 del Código Procesal Constitucional. 

Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le 
confiere la Constitución Política del Perú 

RESUELVE 

Declarar IMPROCEDENTE la demanda. 

Publíquese y notifíquese. 

ss. 

MESÍA RAMÍREZ 
ÁLV AREZ MIRANDA 
VERGARA GOTELLI 
BEAUMONT CALLIR 
CALLEHAYEN 
ETOCRUZ 
URVIOLA HANI 
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